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EXP. N." 02175-2017 PA/TC
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MAURA RUIZ ,\UQUER]MA

SENTENCIA TNTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Linla. l5 dc octubre de 2018

nio dc 2013, expedida por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima,

ASt.rN I'O

llecurso dc agravio constitucional intc¡puesto por doña Maura Ruiz Auquerima contm
la resolucirin dc fo¡as I 15, de 8 de marzo de 2017, expedida por la Primera Sala Civil de
la Cole Superior de Justicia de Lima, que declaró improcedente su dcmanda de arrryaro.

FUNDAMENTOS

En Ia scntencia emitida en cl Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el dia¡io
oficial lil Peruano el 29 dc agosto de 2014, cste Tribunal estableció, en el
funLlamento 49, co¡ carácter de prccedente, que se expcdirá sentencia intcrlocutoria
denegaloria, dictada sin más trámite, cuando se prescnte alguno de los si$¡ientes
supuestos, que igualme¡te están contcnidos en el articulo 11 del Reglamento
Nonnalivo del Tribunal Constitl.¡cional:

Carezca de fundame¡tación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Dcrecho contenida en el recurso no sea de cspecial
t¡asccndcncia constitucio¡al.
La cuestión de Derecho invocada contradiga u¡1 precedcnte del Tibunal
Constilucional.
Sc haya decidido dc manera desestimato¡ia en casos sustancialmente iguales.

l10s de proccdcnci¿ contemplados en los numerales 2 y 3 del afticulo 388 del
Procesal Civil, declaró improccdcnle su recuNo contra la scntencia de 26 de

a)

b)

c.)

d)

\J Z. An el presente cáso, la recurentc solicita la nulidad de la Casación 401¡l-2013
L] 10 de cliciemb¡e de 2013, cxpedida por la Sala Civil Pc¡manente de la

uprema dc Justicia dc la Repúb1ica (lbjas 4), que, por no rcunir los

3. Sosticnc ¡a ¡ecurrente quc las resoluciones judiciales cuestionadas no ev¿luaron que
cl bien rcclamado en el proceso de desalo.jo era distinto al que ocupa desde hace
más de 27 años.

que en su contra dcclaró fundada la demanda dc desalojo por ocupación prccaria

No obstantc Io alegado por la recurente, esta Sala Segunda del Tribunal
Conslitucional considera que, cn puridad, el fundamento de su reclamo no incidc cn
el contcnido constitucio¡almente protegido de sus derecho a Ia tutela p¡ocesal
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5. En consecuencia, el presente reculso de agmvio ha incurrido en la causal dc
rcchazo prcvista cn cl acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el
Expediente 00987 2014-PA/TC y en e1 inciso b) dcl artículo 1l del Reglamento
Normativo del Tribunal Constitucional. Por esta razón, co(osponde declarar, sin
más trámitc, il¡procedente el recuNo de agravio constitucional.

Po¡ estos fundamentos, e1 Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución l,olitica del Peru, y la paficipación del magistrado Espinosa-Saldaña
Banera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado l-errero Costa,
Además. se incluye el lirndamcnto de voto deln1agislúdo Espinosa-Saldaña Ba¡rcra.

RESUELVE

Dcclarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucio¡al, porque la cuestión
de Derecho contenida en clrccurso carece de especialtrascendcncia constitucio¡al.

Lo

0f

efectiva y al debido proceso invocádos, pues lo que puntualmente objeta es la
apreciación juridica realizada poi los jueces que conocieron el referido recurso;
tanto cs asi quc, cn rigor, solicita quc sc dccla.e la procedencia del mismo. Por lo
tanto, no corresponde emitir un pronunciamiento de fondo.

Publiquese y notifiquese.

SS.
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!.UNDAMENTo DE voro DEL MAGtsrR{Do ESPINoSA-S^LD^ñA
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1- Coincido con el sentido de lo resuelto, en tanto y en cuanto se entiende que Io
alegado aquí no incide en forma directa, negativa, concreta y sin justificación
razonable en los derechos invocados.

2. Convendría tener presente quc cn el ordenam ienlo j uríd ico peruano, conforme al
artículo.l del Código Proccsal Constitucional, la tutela procesal efectiva incluye
al debido proceso en sus difcrentcs mani[eslaciones.

3. En lodo caso, aquí ha quedado plenamente acreditado que el recurso dc agravio
constitucional no encuentra respaldo en e¡ contenido constitucionalmcntc
protegido de los dcrcchos invocados por la parte demandante. Siendo así, se

verifica quc se ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el acápite b) dcl
fundamento 49 d€ la sentenc;a emitida en el Expediente 00987-20I ¿I-PA/TC y
en el inciso b) dcl afículo ll del Reslamento Nonnativo del Trihunal
Constilucional.

4. 
^hora 

bien, encuentro quc la redacción del proyecto no es lo suficientementc
clara para explicar las razoncs por las cuales aquí la cuestión de Derecho
planteada carece de espccial trascendencia constilucional. conlorme las pautas
establecidas por este Tribunal.

5. En efecto. tal como ha dcsarrollado este Tribunal Constitucional cn rcitemda
jurisprudencia, al momento de emilir una sentencia interlocutoria, lucgo de hacer
mención a las causales de improccdencia liminar recogidas en el fundamento ,19

dc "Vásquez Romero", corresponde rcferirse en lorma clara, ordenada y
detallada a la causal especifioa en la cual habria incurido el recurso planteado,
así como cumplir con explicar cuáles son Ios alcenccs de la causal ulilizada.

6. I)e este modo. la exposición dc las razones por las cuales el recurso incurrc cn
una causal determinada no solo adquiere mayor claridad. sino lambién se le
otorga un adecuado orden 1ógico a los argumentos que i'undamcntan lo resuello
en el caso. Dichas cualidades son las que se espera que tenga una decisión
to¡nada por este Tribunal. cn lanto se trata de un órganojurisdiccional enoargado
de una labor tan relevante como b es la tutela de derechos fundamentalcs.

(
s.

ESPINOSA-SAI,DAÑA BARRERA

Lo o,
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VOTO SINGULAR DEL MAGIS'I'RADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de lni colega magistrado, emilo el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la SeÍtencia 00987-2014-P NTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:
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EL TRIBUNAI, CoNsrrrucroNAl coMo coRTE DE REVISIóN o rALLo Y No Df,

CASACIÓN

1. La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casació¡ y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitució¡ del 79, por primem vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano r]d ¿oc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucionai y la vigencia piena

dc los derechos fundamentales.

2. La Ley F'undamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que te¡ía jurisdicción
en lodo el teritorio nacional pa¡a conocer, en vía de casación, de los hdbeas corpu:t
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que irnplicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada pa¡a fallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Conslilución.

4. EI modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue se amente
modil-rcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se ampliao los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, hdbeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica c óneamente como "órgano de control de la Constitución"- No obstante, en

l,Yl

3. En csc sentido, Ia Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigerte en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al 46, que

dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma er¡ada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la dema¡da, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Coúe Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimie¡1to que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
Tribunal Co¡stitucional es instancia de revisión o f'allo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Pe¡ú, en su artículo 202, inciso 2,

prcscribe que corresponde al T¡ibunal Constitucional "conocer, en última y
definifi|a ínsÍa cia, las resoluciones alenegatorids díctadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y accíón de cu lplim¡ento". Esla disposición
constitucional, desde una posición de ftanca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho ñrndamental. Una lectura diversa
contravend a mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de Ia persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observancia del debido proceso y tutela
jurisdiccional. Ninguna persona puede ser destiada de la j risd¡cció
predeterminada por la ley, ní somelida a prccedimiento distinb rie los preNiañente
establecidos, ni juzgatla por ótganos jurisdiccionales de excepciófi ni por
comisiones espec¡ales creadas al ef¿clo cualquiera sea su denomíndcíó ",

consagrada en el artículo 139, inciso 3.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
inenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia fiente a la
arbitra.riedad.
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EL DER[cHo 
^ 

sER oiDo coMo NIANII.'ES'IACIóN DE LA DEMOCRATTZACTóN DE Los
PRoCEsos CoNSTITUCIoNALES DE LA LIBERTAD

8. La administración de justicia constitucio¡al de la libertad que brinda el Tribrural
Constitucional, desde su creación, es ¡espetuosa, como correspondc, dcl de¡echo de

|lyl

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certíorari
(Suprcma Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interyretación dc la Constitución capaz de ingresar al fondo
en 1os llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
p¡otección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que

es1á en discusión es la supuesta al¡enaza o lesión de un derecho ñrndamental, se

debe abri¡ la vía conespondiente para que el TribLrnal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
¿n¡li.is de lo que se prelcnde. de lo que se invoca.
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defensa inherente a toda percona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos. ,nlereses ) obligaciones.

9. Precisámente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la def'ensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponel, de manera escrita y
oral, Ios argumentos pertioentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las paftes, coresponde señalar que, en tanto que ia
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resl¡lta constitucional cuando se

b nda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humaro, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las pa¡tes, en defensa de sus intereses,
que se co¡cede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esl'era de interés de

u¡a peNona sin permitirle alegar lo co¡respo[diente a su favor, lo que resuitaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Co¡stitucional tieÍe el deber
ineludible de optimizar, el1 cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus dccisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente ias razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Hunanos ha establecido que el

derecho de defensa "oblíga al Estado a lratar al hditiduo en todo momento como
un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio \enlidú dr este conceplo, y no
simplemeúte como objeto del mismo"', ¡ que "para que exista debido proceso legal
es plecíso que un justicíable pueda hacer valer sus derechos y defender sus

¡nteleses en fotma ef¿ctiva y en con¡liciones de igualdad procesal con otros
jusliciables'2.

I Co¡te IDH. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.
t Co.te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, pánafo 146.
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13. Ei modelo de "insta¡cia de fallo" plasmado en la Constitución Ío puede ser
desvirtuado por el Tribrural Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intéryrete supremo, perc no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constiluciólt.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libeñad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recürso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribr¡nal Constitucional no tiene compelencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De contbrmidad con los afticulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el reculso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada Ia competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la pafie alega
,:omu un agravio que Ie causc indefension.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto a" establece como supuestos pára su

aplicación lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justillca¡lo,
conviete el empleo de la precitada sentencia en arbitario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundame¡rtal de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
care¡tes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respecti!a demanda.

17. Por Io demás, matatis mufdúdis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA7TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa.
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucio[a] líquido y
cierto, etc. ).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sea¡ de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la eselcia principal del recurso de agravio
coI1stitucional.
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19. Por tanto, si se tiene eri cuenta que ]a justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los

agnviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
deñnitiva, sea la adecuada para poder escucha¡ a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la ju sdicción inte¡nacional de protección de derechos

humanos.

20. Como afi¡mó Raúl Fe¡rero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defende¡ su derecho

está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin Ia protección judicial auténtica".
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